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SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 25 de agosto de 2016. 

La parte recurrente, Universal Insurance Company (Universal), 

instó el presente recurso de revisión el 11 de mayo de 2016.  Mediante 

este, impugnó la Resolución emitida y notificada el 28 de marzo de 2016, 

por el Departamento de Asuntos del Consumidor, Oficina Regional de 

Bayamón (DACo)1.  En virtud del referido dictamen, la agencia dejó sin 

efecto el contrato de compraventa y financiamiento existente entre la 

parte querellada y la querellante-recurrida, Tahina G. Morales Arroyo 

(Sra. Morales). 

Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

confirmamos la determinación recurrida.   

I. 

 La controversia ante nos gira en torno a la presunta falta de 

notificación a la parte recurrente, de la vista administrativa celebrada el 11 

de marzo de 2016, a las 9:00 am.  El trámite administrativo inició allá para 

el 10 de diciembre de 2014, cuando la Sra. Morales instó una Querella 

                                                 
1
 El 18 de abril de 2016, la parte recurrente presentó una Solicitud de Reconsideración, 

que fue declarada sin lugar mediante una resolución emitida y notificada el 22 de abril de 
2016. 
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contra el concesionario, Multimarca International, LLC, y Reliable 

Financial Services. 

 Posteriormente, el 8 de septiembre de 2015, la Sra. Morales 

enmendó la Querella, a los fines de requerir que el banco o la 

aseguradora, asumiera la responsabilidad del balance adeudado.  El 16 

de noviembre de 2015, Universal presentó su contestación a la Querella.  

En lo atinente a la presente controversia, el representante legal de la 

parte recurrente consignó su dirección postal y física, y solicitó que toda 

notificación fuera enviada a “la dirección arriba indicada”2.  Huelga 

apuntar que Universal también alegó que había expedido una fianza a 

favor de Multimarca International, LLC. 

 El 20 de noviembre de 2015, notificada el 23 de noviembre de 

2015, el DACo emitió una Notificación de Vista Administrativa, a 

celebrarse el 27 de enero de 2016.  Con respecto al representante legal 

de Universal, la mencionada notificación fue enviada a la dirección postal 

consignada en la contestación a la Querella.  Posteriormente, el 26 de 

noviembre de 2015, la recurrida enmendó la Querella nuevamente. 

 Así las cosas, el representante legal de Universal solicitó la 

transferencia de la vista administrativa y, luego, el 28 de enero de 2016, 

cursó un correo electrónico a la Jueza Administrativa del DACo que 

atendería el caso.  En él, propuso, según requerido, fechas alternativas 

para la celebración de la vista administrativa; entre ellas, el 11 de marzo 

de 2016, por la mañana.   

 El 28 de marzo de 2016, el DACo emitió y notificó la determinación 

impugnada ante nos.  Surge de ella que la vista administrativa fue 

celebrada el 11 de marzo de 2016, a las 9:00 am.  El día señalado,  

únicamente compareció la Sra. Morales, acompañada de su 

representante legal.  A pesar de que Reliable Financial Services no 

compareció, sí presentó una Moción sometiendo el caso por el expediente 

                                                 
2
 A saber: PO Box 1115, San Juan, PR, 00922-1115.  Plasmó la dirección física de la 

siguiente manera: Metro Office Park, Marginal Buchanan, Calle 1 Lote 10, Guaynabo, 
PR, 00969.  Debajo de su firma, el representante legal de Universal utilizó la dirección 
postal antes referida. 
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y solicitud de desestimación.  Evaluada la controversia y la prueba 

desfilada, el DACo declaró con lugar la Querella.  Con referencia a 

Universal, estableció que esta respondería por las sumas impuestas 

hasta el monto de la fianza expedida a Multimarca International, LLC. 

 El 18 de abril de 2016, Universal presentó una Solicitud de 

Reconsideración.  En síntesis, el representante legal de dicha parte adujo 

que nunca fue notificado de la vista administrativa celebrada el 11 de 

marzo de 2016, por lo que su incomparecencia no había sido intencional.  

De otra parte, arguyó que el DACo debió haber impuesto sanciones o 

anotado la rebeldía, antes de resolver la controversia sin su 

comparecencia. 

También alegó que, en la fecha señalada para la vista 

administrativa, se encontraba en otra vista en la Oficina Regional de 

Bayamón del DACo, y no fue advertido de la celebración de la vista en 

controversia.  Acorde con lo anterior, solicitó que el DACo revocara la 

determinación recurrida y señalara una vista nuevamente. 

 El 22 de abril de 2016, notificada en esa misma fecha, el DACo 

emitió una Resolución en Reconsideración.  En primer lugar, consignó 

que la parte recurrente sí había sido notificada de la vista administrativa.  

Por otro, señaló que surgía del Registro de Vistas Administrativas que, el 

11 de marzo de 2016, ninguno de los otros Jueces Administrativos que 

laboran en la Oficina Regional de Bayamón tenían vistas administrativas 

señaladas.   

Apuntó que las únicas dos vistas administrativas celebradas en la 

mencionada fecha fueron presididas por la misma Jueza Administrativa, y 

que el representante legal de Universal compareció a la vista pautada 

para las 11:00 am, mas no a la celebrada a las 9:00 am.  Recalcó que el 

DACo no tiene obligación alguna de hacer llamadas o enviar correos 

electrónicos para notificar la celebración de una vista, sino que la ley 

aplicable exige la debida notificación a través del servicio postal o entrega 

personal, y ello se cumplió. 
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De otra parte, recalcó que de la contestación a la Querella surgía 

que Universal alegó haber expedido una fianza a nombre de Multimarca 

International, LLC.  Puntualizó que, una vez el DACo concluyó que dicha 

parte respondía por los hechos reclamados, le correspondía a Universal 

responder también, al ser la fiadora.  Acorde con lo anterior, declaró sin 

lugar la reconsideración. 

Inconforme, Universal acudió ante nos y señaló el siguiente error: 

ERRÓ EL DEPARTAMENTO DE ASUNTOS DEL 
CONSUMIDOR AL DECLARAR NO HA LUGAR LA 
MOCIÓN DE RECONSIDERACIÓN Y MANTENER EN 
VIGOR LA RESOLUCIÓN DE 28 DE MARZO DE 2016. 
 

(Mayúsculas en el original; énfasis suprimido). 
 

Planteó que, tanto las garantías del debido proceso de ley, como 

las propias disposiciones de la Ley de Procedimiento Administrativo 

Uniforme, exigen la notificación oportuna y adecuada de las vistas 

administrativas.  Adujo que, a la luz de la presunta falta de notificación, 

este Tribunal debía revocar la determinación recurrida y ordenar la 

continuación de los procedimientos, con el beneficio de su 

comparecencia. 

Examinada la petición de Universal, el 12 de agosto de 2016, 

emitimos una Resolución y concedimos un término al DACo para 

acreditar la debida notificación al recurrente del reseñalamiento de la vista 

administrativa. 

En cumplimiento con lo ordenado por este Tribunal, el 19 de 

agosto de 2016, el DACo compareció ante nos y evidenció la notificación 

emitida para la vista administrativa en controversia.  De ella surge que, el 

10 de febrero de 2016, notificada en esa misma fecha, el DACo emitió 

una Notificación y Orden.  De esta se desprende que, ante la solicitud de 

transferencia presentada por Universal, la vista administrativa quedó 

pautada para el 11 de marzo de 2016, a las 9:00 am.  También surge que 

esta fue enviada al representante legal de Universal, a la dirección postal 

plasmada por este en la contestación a la Querella y utilizada en 

notificaciones previas. 
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II. 

A. 

Tanto nuestra Constitución como la Constitución federal reconocen 

el derecho fundamental al debido proceso de ley.  Const. EE UU, 

Enmiendas V y XIV, 1 LPRA; Const. ELA Art. II, sec. 7, 1 LPRA.  Por su 

parte, nuestra Constitución expresa que “ninguna persona será privada de 

su propiedad o libertad sin un debido proceso de ley”.  Id.   

El debido proceso de ley tiene dos vertientes: la sustantiva y la 

procesal.  Rafael Rosario & Assoc. v. Depto. Familia, 157 DPR 306, 329 

(2002).  En el contexto de procedimientos adversativos, la jurisprudencia 

ha establecido que, para que se configure un debido proceso de ley, se 

deben cumplir los siguientes requisitos: (1) notificación adecuada del 

proceso; (2) proceso ante un juez imparcial; (3) oportunidad de ser oído; 

(4) derecho a contrainterrogar testigos y examinar evidencia presentada 

en su contra; (5) tener asistencia de abogado, y (6) que la decisión se 

base en el récord.  Rivera Rodríguez & Co. v. Lee Stowell, etc., 133 DPR 

881, 889 (1993). 

En la esfera administrativa y a la luz de que,  

el objetivo de la adjudicación administrativa es proveer un 
sistema justo, práctico y flexible, hemos reconocido que las 
normas del debido proceso de ley no se aplican dentro del 
campo administrativo con la misma rigurosidad que se 
aplican dentro de la adjudicación judicial. [...] 

 
Almonte et al. v. Brito, 156 DPR 475, 481 (2001).  (Citas suprimidas). 

 No obstante ello,  

se han hecho extensivas a los procedimientos 
administrativos las siguientes garantías [...]: la concesión 
de vista previa, oportuna y adecuada notificación, 
derecho a ser oído, confrontarse con los testigos, presentar 
prueba oral y escrita a su favor, y la presencia de un 
adjudicador imparcial.  [...]   
 
La Sec. 3.1 de la Ley Núm. 170 de 12 de agosto de 1988 (3 
L.P.R.A. sec. 2151), según enmendada, conocida como la 
Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del Estado 
Libre Asociado de Puerto Rico (L.P.A.U.), reconoce las 
garantías antes señaladas. 

 
Id., a la pág. 482.  (Énfasis nuestro y citas suprimidas). 
 

 



 
 

 
KLRA201600484  

 

6 

En específico, la Sec. 3.1 de la LPAU establece: 

.              .  .       .          .              .          . 
 
En todo procedimiento adjudicativo formal ante una agencia, 
se salvaguardarán los siguientes derechos: 
(A) Derecho a notificación oportuna de los cargos o 
querellas o reclamos en contra de una parte. 
(B) Derecho a presentar evidencia. 
(C) Derecho a una adjudicación imparcial. 
(D) Derecho a que la decisión sea basada en el expediente. 
 
.              .  .       .          .              .          . 

 
3 LPRA sec. 2151.  (Énfasis nuestro). 

Así pues, al determinar las características mínimas que debe reunir 

un procedimiento mediante el cual el Estado pretende afectar 

negativamente un interés de libertad o propiedad cobijado por las 

garantías del debido proceso de ley, la característica medular es que el 

procedimiento que siga el Estado sea justo.  Domínguez Castro et al. v. 

E.L.A. I, 178 DPR 1, 46 (2010); Rivera Santiago v. Srio. De Hacienda, 119 

DPR 265, 274 (1987).   

B. 

Es norma reiterada que las decisiones de los organismos 

administrativos merecen la mayor deferencia judicial, pues son estos los 

que cuentan con el conocimiento experto de los asuntos que les son 

encomendados.  The Sembler Co. v. Mun. de Carolina, 185 DPR 800, 821 

(2012).  Al momento de revisar una decisión administrativa, el criterio 

rector para los tribunales será la razonabilidad de la actuación de la 

agencia.  González Segarra et al. v. CFSE, 188 DPR 252, 276 (2013). 

 Igualmente, las determinaciones de hechos de organismos y 

agencias “tienen a su favor una presunción de regularidad y corrección 

que debe ser respetada mientras la parte que las impugne no produzca 

evidencia suficiente para derrotarlas”.  Vélez v. A.R.Pe., 167 DPR 684, 

693 (2006).  Es por ello que la revisión judicial ha de limitarse a 

determinar si la agencia actuó de manera arbitraria, ilegal, irrazonable, o 

fuera del marco de los poderes que se le delegaron.  Torres v. Junta 

Ingenieros, 161 DPR 696, 708 (2004).   



 
 
 
KLRA201600484    

 

7 

III. 

 En su único señalamiento de error, la parte recurrente arguyó que 

el DACo incidió al no revocar la determinación emitida y notificada el 28 

de marzo de 2016, por el fundamento de que nunca fue notificado de la 

vista celebrada el 11 de marzo de 2016.  No le asiste la razón. 

 De los autos ante nuestra consideración se desprende que, el 10 

de febrero de 2016, el DACo emitió y notificó una Notificación y Orden, 

precisamente para atender la solicitud de transferencia de vista 

presentada por el representante legal de Universal.  En ella, informó la 

fecha y hora de la vista administrativa, que se celebraría el 11 de marzo 

de 2016, a las 9:00 am.  Surge de dicha notificación que esta sí fue 

enviada al representante legal de Universal, a la dirección postal 

consignada por este en la contestación a la Querella y utilizada en las 

notificaciones previas emitidas por el DACo.   

 Si bien es cierto que el debido proceso de ley en su vertiente 

procesal exige una notificación adecuada en los procedimientos 

adversativos, y que dicha garantía se ha extendido a los procedimientos 

administrativos, no es menos cierto que el DACo cumplió con tal 

exigencia.  En su consecuencia, es forzoso concluir que no le podemos 

imputar al DACo la incomparecencia del representante legal de Universal 

a la vista administrativa.   

Acorde con lo anterior, concluimos que no procede revocar la 

determinación recurrida por el fundamento esgrimido por la parte 

recurrente.  Al momento de revisar una decisión administrativa, el criterio 

rector para los tribunales será la razonabilidad de la actuación de la 

agencia.  No surge de los hechos ante nuestra consideración, o de la 

determinación recurrida, que el DACo actuase de manera arbitraria, ilegal, 

irrazonable, o fuera del marco de los poderes que se le delegaron.   
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IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, confirmamos la Resolución 

emitida y notificada el 28 de marzo de 2016, por el Departamento de 

Asuntos del Consumidor, Oficina Regional de Bayamón. 

Notifíquese. 

 Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 


